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Estado excepción (Art. 116.2) 

El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de 
Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados.  

La autorización y proclamación del estado de excepción deberá determinar expresamente los 1efectos del 
mismo, el 2ámbito territorial a que se extiende y su 3duración, que no podrá exceder de 30 días, 
prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos. 

Estado de sitio (Art. 116.3) 

El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva 
del Gobierno.  

El Congreso determinará su 1ámbito territorial, 2duración y 3condiciones. 

No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados 
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren en 
período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no 
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. 

Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera 
de dichos estados, las competencias del Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.  

EL PODER JUDICIAL (Tít. 6) 

Los Jueces (Art. 117) 

La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del 
poder judicial, 1independientes*, 2inamovibles*, 3responsables y sometidos únicamente al 4imperio de la ley. 

Los Jueces y Magistrados no podrán ser 1separados, 2suspendidos, 3trasladados ni 4jubilados, sino por 
alguna de las causas y con las garantías previstas en la ley. 

El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de 
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.* 

Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las 1señaladas en el apartado anterior y las que 
expresamente les sean 2atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho. 

El principio de unidad jurisdiccional* es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales.  

La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar* en el 1ámbito 
estrictamente castrense y en los 2supuestos de estado de sitio, de 
acuerdo con los principios de la Constitución. 

Se prohíben los Tribunales de excepción.* 

Cumplimiento de sentencias (Art. 118) 

Es obligado 1cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como 
prestar la 2colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 

Justicia gratuita (Art. 119) 

La justicia será gratuita cuando así 1lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten 
2insuficiencia de recursos para litigar. 

Juicios públicos (Art. 120) 

Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.* 



 

22 / 41 
 

  

Derecho constitucional 
  La Constitución Española  

El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal. 

Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.* 

Responsabilidad jueces y tribunales (Art. 121) 

Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de 
la Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley. 

Consejo General del Poder Judicial (Art. 122) 

La ley orgánica del poder judicial determinará la 1constitución, 2funcionamiento y 3gobierno de los 
Juzgados y Tribunales, así como el 4estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán 
un Cuerpo único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia. 

El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su 
1estatuto y el 2régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus 3funciones, en particular en materia 
de 1nombramientos, 2ascensos, 3inspección y 4régimen disciplinario. 

El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo 
presidirá, y por 20 miembros nombrados por el Rey por un período de 5 años. De éstos: 

- 12 entre Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley 
orgánica;  

- 4 a propuesta del Congreso de los Diputados, y  

- 4 a propuesta del Senado,  

elegidos en ambos casos por mayoría de 3/5 de sus miembros, entre 1abogados y otros juristas, todos ellos 
de 2reconocida competencia y con 3más de 15 años de ejercicio en su profesión. 

Tribunal supremo (Art. 123) 

El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los 
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales. 

El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder 
Judicial, en la forma que determine la ley. 

Ministerio Fiscal (Art. 124) 

El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión: 

- Promover la acción de la justicia en defensa de la 1legalidad, de los 2derechos de los ciudadanos y del 
3interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados 

- Velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. 

El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de 1unidad 
de actuación* y 2dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los principios de 3legalidad e 
4imparcialidad. 

La ley* regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal. 

El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General 
del Poder Judicial. 
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Participación de los ciudadanos (Art. 125) 

Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la 
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos 1procesos penales que la ley determine, así 
como en los 2Tribunales consuetudinarios y 3tradicionales.* 

Policía judicial (Art. 126) 

La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de 
1averiguación del delito y 2descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley 
establezca. 

Incompatibilidad de Jueces, Magistrados y Fiscales (Art. 127) 

Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros 
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades 
de asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales. 

La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá 
asegurar la total independencia de los mismos. 

ECONOMÍA Y HACIENDA (Tít. 7) 

Participación de las instituciones en la economía (Art. 128) 

Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está subordinada al interés 
general. 

Bienes de dominio público (Art. 132) 

La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público* y de los comunales*, inspirándose en 
los principios de inalienabilidad*, imprescriptibilidad* e inembargabilidad, así como su desafectación.* 

Son bienes de dominio público estatal los que 1determine la ley y, en todo caso, la 2zona marítimo-terrestre, 
las 3playas, el 4mar territorial y los 5recursos naturales de la zona económica y la 6plataforma continental. 

Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional*, su administración, defensa y 
conservación. 

Presupuestos Generales del Estado (Art. 134) 

Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales 
su examen, enmienda y aprobación. 

Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e 
ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten 
a los tributos del Estado.* 

Tribunal de Cuentas (Art. 136) 

El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de 
1Estado, así como del 2sector público. 

Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delegación de ellas en el 
examen y comprobación de la Cuenta General del Estado. 

ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO (Tít. 8) 

PRINCIPIOS GENERALES (Cap. 1) 
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Organización de España (Art. 137) 

El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que 
se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. 

Principio de solidaridad (Art. 138) 

El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad, consagrado en el art. 2 de la 
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas 
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.* 

Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún 
caso, privilegios económicos o sociales. 

Derechos de los españoles en cualquier territorio de España (Art. 139) 

Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado. 

Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de 
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español. 

LA ADMINISTRACIÓN LOCAL (Cap. 2) 

Los municipios (Art. 140) 

La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su 
gobierno y administración corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los 
Concejales.  

Los Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo 
y secreto, en la forma establecida por la ley. 

 Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que 
proceda el régimen del concejo abierto.* 

Las provincias (Art. 141) 

La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia*, determinada por la agrupación de 
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado.  

Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante 
ley orgánica. 

El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a 1Diputaciones u otras 
2Corporaciones de carácter representativo.* 

Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia (comarcas).* 

En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos. 

LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS (Cap. 3) 

Creación de las Comunidades autónomas (Art. 143) 

En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las: 

- Provincias limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los  

- Territorios insulares y las 

- Provincias con entidad regional histórica  
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podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas con arreglo a lo previsto en 
este Título y en los respectivos Estatutos. 

La iniciativa del proceso autonómico corresponde: 

- A todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente y  

- A las 2/3 partes de los municipios cuya población represente, al menos, la mayoría del censo electoral de 
cada provincia o isla.  

Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de 6 meses desde el 1er acuerdo adoptado al respecto 
por alguna de las Corporaciones locales interesadas. 

La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados 5 años. 

Excepciones al procedimiento del art.143 y 151 para creación de CC.AA (Art. 144) 

Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional: 

- Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial 1no supere el de una 
provincia y 2no reúna las condiciones del apdo. 1 del art. 143.* Ej: Madrid. 

- Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la 
organización provincial.* Ej: Ceuta y Melilla. 

- Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales. Ej: Segovia. 

Relaciones entre Comunidades Autónomas (Art. 145) 

En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.* 

Estatuto autonomía del art.143 procedimiento  (Art. 146) 

El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la 1Diputación u 
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los 2Diputados y Senadores elegidos en ellas y será 
elevado a las Cortes Generales para su tramitación como ley. 

Contenido de los Estatutos de autonomía (Art. 147) 

Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de cada 
Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento 
jurídico. 

Los Estatutos de autonomía deberán contener: 

- La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica. 

- La delimitación de su territorio. 

- La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 

- Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de 
los servicios correspondientes a las mismas. 

La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo 
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica. 

Competencias de las Comunidades Autónomas (Art. 148) 

Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 

- Organización de sus instituciones de autogobierno.* 
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